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Una empresa alegó que el artículo 258, fracción IV, de la Ley 
Federal de Protección a la Propiedad Industrial afecta los derechos 
de legalidad, seguridad jurídica, debido proceso, igualdad y libertad 
de concurrencia. 
Esa afectación la hizo depender de que la norma no define los 
conceptos de “error”, “inadvertencia” y “diferencia de apreciación” 
para configurar la causa de nulidad de un registro marcario. 
 
 
 
 
La norma es suficientemente clara para generar certeza en el 
contexto de la Ley Federal de Protección a la Propiedad Industrial, 
se trata de conceptos que se examinan caso por caso una vez que 
se tramite el procedimiento en el que hay igualdad procesal y el 
Instituto dota de contenido esos conceptos de “error”, 
“inadvertencia” y “diferencia de apreciación” mediante la decisión 
que emita de manera fundada y motivada en la que se genera el 
control de legalidad sobre los alcances que atribuyó a esos 
conceptos. La anulación de registros de marcas, lejos de afectar la 
libre concurrencia, genera certeza en el mercado al evitar que 
competidores se aprovechen injustamente de las marcas de otros 
proveedores. 
 
 
 
 
 
En la materia de la revisión, que se centra en la regularidad 
constitucional del artículo 258, fracción IV de la Ley Federal de 
Protección a la Propiedad Industrial, se confirma la sentencia 
recurrida. 
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Ciudad de México. El Tribunal Pleno de la Suprema Corte de Justicia 

de la Nación, en sesión correspondiente al *************** de dos mil 

veintiséis, emite la siguiente: 

 

SENTENCIA 

 

Mediante la cual se resuelve el recurso de revisión 6714/2025, 

interpuesto por la empresa “B”, y se confirma la sentencia emitida 

el once de septiembre de dos mil veinticinco por el Noveno Tribunal 

Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito, en el juicio 

de amparo directo 326/2025. 

 

El problema que esta Suprema Corte de Justicia de la Nación debe 

resolver, se centra en examinar la constitucionalidad de los artículos 

171 y 258, fracción IV, de la Ley Federal de Protección a la Propiedad 

Industrial, que definen el concepto de marca y señalan causas de 

nulidad de su registro, respectivamente. 
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I. ANTECEDENTES Y TRÁMITE 

 

1. Registro de marca tridimensional. En dos mil dieciséis la empresa 

“A” (en lo sucesivo la empresa “A”) registró como marca 

tridimensional un envase con dos cavidades para aplicarlo en carnes 

frías, embutidos, salchichas y quesos. 

 

2. Segundo registro de marca tridimensional. En dos mil veintiuno la 

empresa “B” (en lo sucesivo la empresa “B”) registró como marca 

tridimensional un envase con dos cavidades para aplicarlo en huevos, 

leche, productos lácteos y quesos. 

 

3. Solicitud de nulidad del segundo registro de marca. En dos mil 

veintidós, la empresa “A” le solicitó al Instituto Mexicano de la 

Propiedad Industrial declarara la nulidad del registro de la marca de 

la empresa “B” porque, desde su perspectiva, no debió otorgarse el 

registro porque era semejante en un grado que pudieran confundir al 

consumidor con la marca previamente registrada por la empresa “A”. 

 

4. Negativa de nulidad de registro de marca. Después de tramitar el 

asunto en el que ambas empresas realizaron sus manifestaciones 

ante el Instituto Mexicano de la Propiedad Industrial, el veintinueve de 

mayo de dos mil veinticuatro, el instituto negó declarar la nulidad de 

la marca de la empresa “B”. Ello, al considerar que las marcas 

tridimensionales relativas a empaques con dos cavidades no eran 

similares en un grado que pudieran confundir al consumidor.  
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5. Demanda de nulidad1. El doce de julio de dos mil veinticuatro, la 

empresa “A” demandó la nulidad de la decisión del Instituto Mexicano 

de la Propiedad Industrial respecto a no declarar la nulidad de la 

marca de la empresa “B”. 

 

6. Sentencia en el juicio contencioso administrativo. Después de 

tramitado el asunto, el veintiocho de febrero de dos mil veinticinco, la 

Sala Especializada en Materia de Propiedad Intelectual del Tribunal 

Federal de Justicia Administrativa dictó la sentencia en la que 

reconoció la validez de la decisión del Instituto Mexicano de la 

Propiedad Industrial, al considerar que las marcas tridimensionales 

de las empresas “A” y “B”, relativas a empaques con dos cavidades 

no eran similares en un grado que pudieran confundir al consumidor.  

 

7. Demanda de amparo directo2. El tres de abril de dos mil veinticinco, 

la empresa “A” promovió una demanda de amparo en contra de la 

sentencia dictada en el juicio contencioso administrativo. En la 

demanda argumentó que contrario a lo resuelto por la Sala 

Especializada, las marcas sí eran similares al grado que podrían 

confundir al consumidor. 

 

8. Sentencia en el juicio de amparo directo. Después de tramitar el 

asunto, el once de septiembre de dos mil veinticinco, el Noveno 

Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito dictó 

la sentencia en la que otorgó el amparo a la empresa “A”. 

 

 
1 El juicio se tramitó con el número de expediente 1270/24-EPI-01-4 del índice de la Sala 

Especializada en Materia de Propiedad Intelectual del Tribunal Federal de Justicia 

Administrativa. 

 
2 El juicio de amparo directo se tramitó ante el Noveno Tribunal Colegiado en Materia 

Administrativa del Primer Circuito con el número de expediente 326/2025. 
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9. El Tribunal Colegiado de Circuito consideró que, contrario a lo 

resuelto en la sentencia reclamada, existe una similitud gráfica entre 

las marcas de las empresas “A” y “B” en un grado que podrían 

confundir al consumidor, por lo que determinó que, respecto de la 

marca de la empresa “B”, registrada después que la de la empresa 

“A”, se actualizó la causa de nulidad prevista en el artículo 258, 

fracción IV, de la Ley Federal de Protección a la Propiedad Industrial3. 

 

10. Recurso de revisión por parte de la tercera interesada. El dos de 

octubre de dos mil veinticinco, la empresa “B”, en su calidad de 

tercera interesada en el juicio de amparo directo, interpuso un recurso 

de revisión en el que planteó como agravios, esencialmente lo 

siguiente:  

 

Primero. El artículo 258, fracción IV, de la Ley Federal de Protección 

a la Propiedad Industrial afecta los derechos de legalidad, seguridad 

jurídica, debido proceso, igualdad y libertad de concurrencia. 

 

A. La norma afecta los derechos de legalidad y seguridad jurídica, 

debido a que no define los conceptos de error, inadvertencia o 

diferencia de apreciación para configurar la causa de nulidad de un 

registro marcario, lo que genera incertidumbre. 

 

• La indefinición de los conceptos error, inadvertencia o diferencia de 

apreciación genera una falta de claridad en el proceso para 

demostrar que se actualizó alguno de esos supuestos porque no se 

señala cómo o quién debe demostrarlo lo que genera que se trate de 

un simple segundo estudio de similitud entre las marcas cuando lo 

cierto es que debería preverse que quien solicite la nulidad debe 

demostrar que el registro se realizó con error, inadvertencia o 

diferencia de apreciación y el titular de la marca que se pretende su 

nulidad tenga la oportunidad de alegar que no se actualizó alguno de 

esos supuestos. 

 

 
3 Artículo 258. Se declarará la nulidad del registro de una marca cuando: […] 

IV. Se haya otorgado por error, inadvertencia, o diferencia de apreciación, existiendo 

una solicitud en trámite presentada con anterioridad o un registro vigente que se 

considere invadido, por tratarse de una marca que sea igual o semejante en grado de 

confusión y que se aplique a servicios o productos iguales o similares. 

Podrá declarase la nulidad parcial del registro, únicamente respecto de los productos 

o servicios que éste protege; 
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• El concepto “error” en el contexto de la Ley Federal de Protección a 

la Propiedad Industrial debe entenderse como una deficiencia técnica 

o de procedimiento por parte del Instituto Mexicano de la Propiedad 

Industrial, por ejemplo, que no se admitiera una oposición en contra 

del registro de marca solicitado, o no se citara como antecedente una 

marca previamente registrada. 

 

• El concepto “inadvertencia” debe entenderse como una omisión 

inexplicable de una obligación del Instituto Mexicano de la Propiedad 

Industrial quien por falta de diligencia no detectó un hecho, 

circunstancia o criterio, como podría ser un precedente o forma de 

entender el concepto “semejanza en grado de confusión”. A 

diferencia del “error” la “inadvertencia” implica una omisión, cuando 

la autoridad no advirtió algo que debió advertir en su revisión 

obligatoria del expediente de registro. 

 

• Los conceptos “error” e “inadvertencia” se subsumen en “diferencia 

de apreciación” que implica una discrepancia de criterio técnico 

jurídico entre dos autoridades, y ello implica una segunda 

oportunidad de efectuar el estudio de semejanza en grado de 

confusión. Ello, porque la “diferencia de apreciación” se presenta 

cuando a partir de una reevaluación de los signos marcarios, 

establece la existencia de una similitud en grado de confusión y debe 

anularse el registro marcario. 

 

• A pesar de que sería lógico que quien pida la nulidad debe demostrar 

el error, inadvertencia o diferencia de apreciación de la autoridad que 

otorgó el registro, debido a que la norma no lo clarifica no se requiere 

demostrarlo y eso genera incertidumbre en el titular de la marca cuyo 

registro es objetado de nulo sobre la forma en la que puede defender 

su derecho y debatir la decisión del juzgador. 

 

• El proceso de nulidad no es transparente y el titular de la marca cuyo 

registro es objetado de nula carece de certeza sobre la definitividad 

de su registro. 

 

• La norma no debería limitarse a un segundo estudio de semejanza 

en grado de confusión porque ya existió un primer estudio cuando se 

realizó el registro de la marca cuya nulidad se pretende. 

 

• Al no definirse legalmente los conceptos de error, inadvertencia o 

diferencia de apreciación, el juzgador tiene un marco de 

discrecionalidad excesivamente amplio, lo que genera inseguridad 

jurídica. 

 

B. La norma afecta el derecho de igualdad porque, ante la ambigüedad 

de los conceptos error, inadvertencia o diferencia de apreciación, el 

solicitante de la nulidad no está obligado a demostrar un hecho 
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concreto, tiene la ventaja de convencer al juzgador sobre la semejanza 

en grado de confusión sin dar una válvula de escape al demandado. 

 

• Conforme a la norma, el solicitante de la nulidad está en una posición 

de ventaja al no tener una carga demostrativa rigurosa ni obligarse a 

objetar las defensas del demandado cuya postura no es tomada en 

consideración porque el estudio se centra en verificar la similitud en 

grado de confusión. 

 

• La ambigüedad de la norma obliga al demandado a defenderse de 

una opinión subjetiva sobre la semejanza y no de una acusación 

sólida sobre error, inadvertencia o diferencia de apreciación. 

 

• La norma permite la anulación de registros legítimos porque la 

autoridad administrativa o jurisdiccional tenga una diferencia de 

apreciación sin un proceso en el que se garantice igualdad de 

oportunidades. 

 

C. La norma afecta el derecho a la propiedad porque se permite la 

anulación de registros legítimos sin reglas claras sobre el error, 

inadvertencia o diferencia de apreciación. 

 

D. La norma afecta la libertad de concurrencia porque permite la 

anulación de registros marcarios a partir de un segundo estudio de 

similitud sin analizar otros aspectos que rigen a las marcas y su 

naturaleza de forma que la protección a una marca descriptiva o 

funcional otorga una ventaja exclusiva indebida al titular del registro 

previo. 

 

• La norma debería distinguir entre una marca distintiva y una que es 

descriptiva o funcional porque si ya fue otorgado un primer registro 

de una marca tridimensional que contiene elementos funcionales o 

descriptivos es injusto negar o anular registros posteriores con 

elementos descriptivos o funcionales similares. 

 

Segundo. El artículo 171 de la Ley Federal de Protección a la Propiedad 

Industrial afecta la libre concurrencia y la propiedad industrial4. 

 

A. La norma afecta la libre concurrencia porque si se considera que la 

marca otorga exclusividad sobre un mensaje o concepto que es 

inmaterial y abstracto se otorga un monopolio sobre ideas o elementos 

abstractos que obstaculiza a otros competidores. 

 

 
4 Artículo 171. Se entiende por marca todo signo perceptible por los sentidos y susceptible 

de representarse de manera que permita determinar el objeto claro y preciso de la 

protección, que distinga productos o servicios de otros de su misma especie o clase en 

el mercado. 
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B. La norma afecta la propiedad industrial al permitirse la protección de 

una función comunicativa de la marca o mensaje o idea que envía, lo 

que impide a otros competidores utilicen y registren esa idea o mensaje 

en su publicidad o empaque. 

 

11. Trámite ante esta Suprema Corte de Justicia de la Nación. 

Mediante el acuerdo dictado el veinticuatro de octubre de dos mil 

veinticinco, la presidencia de esta Suprema Corte de Justicia de la 

Nación admitió a trámite el recurso de revisión 6714/2025 interpuesto 

por la empresa “B” en su calidad de tercera interesada en el juicio de 

amparo directo promovido por la empresa “A”. En el mismo acuerdo 

se ordenó el turno del asunto al Ministro Arístides Rodrigo Guerrero 

García. 

 

II. COMPETENCIA 

 

12. Esta Suprema Corte de Justicia de la Nación es competente para 

conocer de este recurso de revisión en términos de los artículos 107, 

fracción IX de la Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos; 81, fracción II, y 96 de la Ley de Amparo; y 16, fracción 

IV, de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación. Ello, 

porque el recurso fue interpuesto en contra de una sentencia dictada 

por un Tribunal Colegiado de Circuito al resolver un amparo directo.  

 

III. OPORTUNIDAD 

 

13. La sentencia dictada por el Tribunal Colegiado de Circuito fue 

notificada a la parte tercera interesada recurrente mediante la 

publicación de la lista de acuerdos del Tribunal Colegiado el dieciocho 

de septiembre de dos mil veinticinco. Tal notificación surtió efectos al 

día hábil siguiente, esto es, el diecinueve de septiembre de dos mil 

veinticinco. 
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14. Por tanto, es oportuno el recurso de revisión interpuesto por la 

tercera interesada recurrente, el dos de octubre de dos mil veinticinco, 

al presentarse dentro del plazo de diez días que al respecto prevé el 

artículo 86 de la Ley de Amparo para su interposición5. 

 

IV. LEGITIMACIÓN 

 

15. El recurso de revisión fue interpuesto por la parte tercera interesada 

dentro del juicio de amparo del que deriva este asunto, por lo que 

cuenta con legitimación para promover el presente recurso de 

revisión.  

 

V. PROCEDENCIA DEL RECURSO 

 

16. De conformidad con la Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos y la Ley de Amparo, el recurso de revisión en amparo 

directo se distingue por ser un medio de impugnación extraordinario, 

el cual sólo procede cuando se cumplen los requisitos señalados en 

dichos ordenamientos, motivo por el cual éstos deben analizarse 

antes del estudio de fondo. 

 

17. De los artículos 107, fracción IX, de la Constitución Política de los 

Estados Unidos Mexicanos y 81, fracción II, de la Ley de Amparo, se 

advierte que la procedencia del recurso de revisión está supeditada a 

que se cumplan dos requisitos: 

 

 

 
5 El plazo de diez días transcurrió del veintidós de septiembre al tres de octubre de dos mil 

veinticinco, sin contar los días veinte, veintiuno, veintisiete y veintiocho de septiembre 

de dos mil veinticinco al corresponder a sábados y domingos, considerados inhábiles 

en el artículo 19 de la Ley de Amparo. 
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I. En las sentencias impugnadas se decida sobre la 

constitucionalidad de normas generales, establezcan la 

interpretación directa de un precepto de la Constitución u 

omitan decidir sobre tales cuestiones cuando se hubieren 

planteado. 

 

II. El problema de constitucionalidad referido en el punto anterior 

revista un interés excepcional en materia constitucional o de 

derechos humanos.  

 

18. Con anterioridad a la reforma constitucional publicada en el Diario 

Oficial de la Federación el once de marzo de dos mil veintiuno, el 

segundo aspecto destacado se denominó importancia y 

trascendencia, ahora interés excepcional. Para la procedencia del 

recurso es indispensable la actualización conjunta de dos requisitos: 

el primero, un pronunciamiento genuino sobre constitucionalidad, y el 

segundo, su excepcionalidad. 

 

19. En el punto cuarto del acuerdo general 3/2025 se indicaron como 

criterios orientadores sobre el interés excepcional los siguientes6: 

 

CUARTO. Criterios orientadores sobre el interés excepcional. Para 

efectos de este Acuerdo General, se considerará que un asunto reviste 

interés excepcional en materia constitucional o de derechos humanos, entre 

otros, en los siguientes supuestos: 

I. El asunto plantee una problemática novedosa o que requiera un análisis 

más profundo por la SCJN, especialmente en torno a la interpretación de 

normas constitucionales o derechos humanos; 

II. El problema jurídico involucre una violación grave a los derechos 

humanos; 

III. Si la sentencia del Tribunal Colegiado de Circuito hace una interpretación 

restrictiva de algún precepto de la CPEUM, o de derechos humanos, o 

IV. La sentencia recurrida contradiga o desconozca un criterio sostenido por 

la SCJN en materia constitucional o de derechos humanos. 

 

 
6 Acuerdo general número 3/2025 (12a.), del Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la 

Nación, de tres de septiembre de dos mil veinticinco, que regula la procedencia y 

trámite de los recursos de revisión en amparo directo. 
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20. A partir de esas premisas, para que el recurso de revisión en amparo 

directo sea procedente es necesario que se cumplan los requisitos 

siguientes: 

 

A. Que el tribunal colegiado resuelva sobre la constitucionalidad 

de una norma general, se establezca la interpretación directa 

de un precepto de la Constitución Política del país, o de los 

derechos humanos establecidos en los tratados internacionales 

de los que el Estado Mexicano sea parte, o bien, se haya 

omitido el estudio respectivo cuando en los conceptos de 

violación de la demanda de amparo se haya planteado alguna 

de esas cuestiones; y  

 

B. Que el problema de constitucionalidad señalado en el punto 

anterior, a juicio de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, 

revista un interés excepcional en materia constitucional o de 

derechos humanos. 

 

21. Se entiende que se actualiza un interés excepcional en materia 

constitucional o de derechos humanos, sólo cuando: 

 

a. La cuestión de constitucionalidad planteada de lugar a un 

pronunciamiento novedoso o de relevancia, para el orden 

jurídico nacional; o, 

 

b. Lo decidido en la sentencia recurrida pueda implicar el 

desconocimiento de un criterio sostenido por esta Suprema 

Corte de Justicia de la Nación, relacionado con alguna cuestión 

propiamente constitucional, por haberse resuelto en contra de 

dicho criterio o se hubiere omitido su aplicación. 

 

22. Además de ese parámetro, esta Suprema Corte de Justicia de la 

Nación ha reconocido la procedencia del recurso de revisión en 

amparo directo cuando, a pesar de que el Tribunal Colegiado de 

Circuito no resolviera u omitiera resolver un tema de 

constitucionalidad planteado en la demanda de amparo, en el recurso 

de revisión se plantee la inconstitucionalidad de normas generales 
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aplicadas por primera vez por el Tribunal Colegiado sin que hubiera 

oportunidad de plantearlo desde la demanda de amparo. 

 

23. Como se indica en la jurisprudencia 2a./J. 13/2016 (10a.)7, es 

procedente el recurso de revisión en amparo directo cuando en los 

agravios se plantea el análisis de constitucionalidad de normas 

generales aplicadas por primera vez, en la sentencia dictada por el 

Tribunal Colegiado de Circuito. 

 

24. Para la procedencia excepcional del recurso de revisión en cuestión 

corresponde verificar lo siguiente:  

 

A. De las consideraciones de la resolución emitida por el órgano 

colegiado se constate que se actualiza el acto concreto de 

aplicación de la norma general cuya regularidad constitucional 

se impugna en la revisión. 

 

B. Que ello trascienda al sentido de la decisión adoptada. 

 

C. Verificar en la secuela procesal del asunto, que se trate del 

primer acto de aplicación de la norma en perjuicio del 

recurrente. 

 

D. Se estudien en sus méritos los agravios, para lo cual, debe 

tenerse presente que, acorde con la manera en que deben 

impugnarse las leyes en el juicio de control constitucional, el 

accionante debe presentar argumentos mínimos, esto es, 

evidenciar, cuando menos, la causa de pedir; por ende, 

resultan inoperantes o ineficaces los construidos a partir de 

premisas generales y abstractas, o cuando se hacen depender 

de situaciones particulares o hipotéticas. 

 
7 La jurisprudencia 2a./J. 13/2016 (10a.) emitida por la extinta Segunda Sala de la 

Suprema Corte de Justicia de la Nación está publicada en la Gaceta del Semanario 

Judicial de la Federación, décima época, libro 27, febrero de 2016, tomo I, página 821, 

registro digital 2010986 con rubro: “REVISIÓN EN AMPARO DIRECTO. 

ASPECTOS QUE DEBEN CONCURRIR PARA SU PROCEDENCIA CUANDO EN 

VÍA DE AGRAVIOS SE PLANTEA EL ANÁLISIS DE CONSTITUCIONALIDAD 

DE UNA NORMA GENERAL APLICADA POR PRIMERA VEZ, EN LA 

SENTENCIA DICTADA POR EL TRIBUNAL COLEGIADO DE CIRCUITO”. 
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25.  Asimismo, como se explica en la tesis 2a. CXLVII/2017 (10a.)8, la 

sentencia en la que el Tribunal Colegiado de Circuito aplica por 

primera vez una norma general que afecta al tercero interesado, 

habilita a esa parte a plantear el recurso de revisión, porque, de no 

hacerlo, y esperar a que se dicte una resolución en cumplimiento al 

amparo del quejoso, habrá precluido el derecho del tercero interesado 

a plantear argumentos tendentes a impugnar la norma que le fue 

aplicada en el juicio de amparo anterior. 

 

26. Ese criterio sobre la procedencia excepcional del recurso de revisión 

en amparo directo cuando el tercero interesado introduce en el 

recurso planteamientos de constitucionalidad de normas generales 

también fue recogido por la extinta Primera Sala de la Suprema Corte 

de Justicia de la Nación, entre otros asuntos, en el amparo directo en 

revisión 2024/20249. 

 

27. Una vez establecido lo anterior, esta Suprema Corte de Justicia de la 

Nación determina que el presente amparo directo en revisión es 

procedente, de acuerdo con las consideraciones siguientes. 

 

28. En la sentencia recurrida del Tribunal Colegiado de Circuito se 

estableció que existió similitud gráfica entre dos marcas por lo que se 

actualizó el supuesto de nulidad del registro de la más reciente en 

 
8 La tesis 2a. CXLVII/2017 (10a.) emitida por la extinta Segunda Sala de la Suprema 

Corte de Justicia de la Nación está publicada en la Gaceta del Semanario Judicial de la 

Federación, décima época, libro 46, septiembre de 2017, tomo I, página 769, registro 

digital 2015151, bajo el rubro: “AMPARO DIRECTO EN REVISIÓN. SON 

INOPERANTES LOS AGRAVIOS QUE HACE VALER EL RECURRENTE 

SOBRE LA INCONSTITUCIONALIDAD DE UNA NORMA GENERAL, QUE NO 

IMPUGNÓ EN ESTA VÍA DESDE EL MOMENTO QUE LE FUE APLICADA POR 

PRIMERA VEZ POR EL TRIBUNAL COLEGIADO DE CIRCUITO”. 

 
9 El amparo directo en revisión 2024/2024 lo resolvió la extinta Primera Sala de la 

Suprema Corte de Justicia de la Nación el veinticinco de junio de dos mil veinticinco.  
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términos del artículo 258, fracción IV, de la Ley Federal de Protección 

a la Propiedad Industrial10. 

 

29. La aplicación del artículo 258, fracción IV, de la Ley Federal de 

Protección a la Propiedad Industrial trascendió al sentido de la 

decisión adoptada por el Tribunal Colegiado de Circuito, porque al 

considerar actualizada la causa de nulidad del registro marcario 

prevista en esa norma otorgó el amparo para que la Sala 

Especializada responsable dictara una nueva sentencia en la que 

determinara la existencia de similitud gráfica entre las marcas y 

actualizada esa hipótesis de nulidad. 

 

30. La sentencia del Tribunal Colegiado de Circuito es el primer acto de 

aplicación de la norma en perjuicio de la tercera interesada recurrente 

porque en el juicio contencioso administrativo se estableció la 

inexistencia de similitud entre las marcas por lo que no se aplicó el 

artículo 258, fracción IV, de la Ley Federal de Protección a la 

Propiedad Industrial y por ende, la ahora tercera interesada 

recurrente no estuvo en posibilidad de cuestionar su 

constitucionalidad en el juicio de amparo, en el que, por primera 

ocasión se aplicó en su perjuicio. 

 

31. Del análisis preliminar de los agravios se aprecian planteamientos de 

inconstitucionalidad respecto de esa norma, lo que habilita su estudio 

en el apartado de fondo. 

 

 

 
10 Artículo 258. Se declarará la nulidad del registro de una marca cuando: […] 

IV. Se haya otorgado por error, inadvertencia, o diferencia de apreciación, existiendo 

una solicitud en trámite presentada con anterioridad o un registro vigente que se 

considere invadido, por tratarse de una marca que sea igual o semejante en grado de 

confusión y que se aplique a servicios o productos iguales o similares. 

Podrá declarase la nulidad parcial del registro, únicamente respecto de los productos 

o servicios que éste protege; 
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VI. ESTUDIO DE FONDO 

 

32. Antes de emprender el estudio de fondo, corresponde declarar 

inoperantes los agravios hechos valer por la tercera interesada 

recurrente respecto del artículo 171 de la Ley Federal de Protección 

a la Propiedad Industrial porque se hacen depender de que se 

considerara que una marca otorga exclusividad sobre un mensaje o 

concepto que es inmaterial y abstracto.  

 

33. Sin embargo, la determinación del Tribunal Colegiado de Circuito se 

sustentó en una similitud gráfica y no sobre una función comunicativa 

de la marca o mensaje o idea que envía. De ahí que, esa norma no 

fue aplicada en la sentencia recurrida en perjuicio de la tercera 

interesada recurrente, y menos en los términos en los que alegó 

respecto a una concepción distinta a los alcances de las marcas y, 

por ende, son inoperantes los argumentos en los que se cuestiona su 

constitucionalidad. 

 

34. Una vez realizada la anterior precisión, se establece que el problema 

que esta Suprema Corte de Justicia de la Nación debe resolver, 

se centra en determinar si el artículo 258, fracción IV, de la Ley 

Federal de Protección a la Propiedad Industrial que prevé una 

causa de nulidad de registros marcarios respeta los derechos de 

legalidad, seguridad jurídica, debido proceso, igualdad y libertad de 

concurrencia. 

 

35. Para resolver esa problemática jurídica, es pertinente el desarrollo de 

los apartados siguientes. A. Planteamiento de la parte tercera 

interesada recurrente. B. Parámetro de regularidad, y C. Análisis del 

caso concreto. Una vez anunciada la estructura del asunto, 

corresponde exponer el primer apartado. 
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A. Planteamiento de la parte tercera interesada recurrente 

 

36. La tercera interesada recurrente argumenta que el artículo 258, 

fracción IV, de la Ley Federal de Protección a la Propiedad Industrial 

afecta los derechos de legalidad, seguridad jurídica, debido proceso, 

igualdad y libertad de concurrencia. 

 

37. Esa afectación la hace depender de que la norma no define los 

conceptos de “error”, “inadvertencia” y “diferencia de apreciación” 

para configurar la causa de nulidad de un registro marcario. 

 

38. Esa indefinición, señala la tercera interesada recurrente además de 

generarle incertidumbre, conlleva una falta de claridad en el proceso 

para demostrar que se actualizó alguno de esos supuestos y se 

traduce en que se trate de un simple segundo estudio de similitud 

entre las marcas de modo que, desde su perspectiva, el proceso de 

nulidad no es transparente y el titular de la marca cuyo registro es 

objetado de nula carece de certeza sobre la definitividad de su 

registro.  

 

39. La tercera interesada recurrente enfatiza que, desde su perspectiva, 

al no definirse legalmente los conceptos de “error”, “inadvertencia” y 

“diferencia de apreciación”, el juzgador tiene un marco de 

discrecionalidad excesivamente amplio, lo que genera inseguridad 

jurídica y además el titular de la marca en controversia se encuentra 

en una situación de desventaja porque quien solicite la nulidad tiene 

la ventaja de convencer al juzgador sobre la semejanza en grado de 

confusión sin dar una válvula de escape al demandado quien no tiene 

posibilidad real de defenderse de una acusación sólida y más bien se 

trata de una valoración subjetiva la existencia de error, inadvertencia 

o diferencia de apreciación. 
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40. La recurrente alega que la norma afecta la libertad de concurrencia 

porque permite la anulación de registros marcarios a partir de un 

segundo estudio de similitud sin analizar otros aspectos que rigen a 

las marcas y su naturaleza de forma que la protección a una marca 

descriptiva o funcional otorga una ventaja exclusiva indebida al titular 

del registro previo.  

 

41. Desde su óptica, la norma debería distinguir entre una marca 

distintiva y una que es descriptiva o funcional porque si ya fue 

otorgado un primer registro de una marca tridimensional que contiene 

elementos funcionales o descriptivos es injusto negar o anular 

registros posteriores con elementos descriptivos o funcionales 

similares. 

 

42. Para resolver esa problemática jurídica corresponde señalar el 

parámetro de regularidad respecto a los derechos de seguridad 

jurídica, igualdad procesal y defensa. 

 

B. Parámetro de regularidad 

 

43. Respecto a la seguridad jurídica reconocida como derecho 

fundamental en los artículos 14 y 16 de la Constitución Política de los 

Estados Unidos Mexicanos, como se compendia en la jurisprudencia 

1a./J. 139/2012 (10a.)11, el principio de seguridad jurídica es la base 

sobre la cual descansa el sistema jurídico mexicano, de manera tal 

que lo que tutela es que el gobernado jamás se encuentre en una 

situación de incertidumbre jurídica y, por tanto, en estado de 

indefensión.  

 
11 La jurisprudencia 1a./J. 139/2012 (10a.), de rubro: “SEGURIDAD JURÍDICA EN 

MATERIA TRIBUTARIA. EN QUÉ CONSISTE”, emitida por la extinta Primera Sala 

de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, se encuentra publicada en el Semanario 

Judicial de la Federación y su Gaceta, décima época, libro XVI, enero de 2013, Tomo 

1, página 437, registro digital 2002649. 
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44. En ese sentido, el contenido esencial del principio de seguridad 

jurídica radica en “saber a qué atenerse” respecto de la regulación 

normativa prevista en la ley y a la actuación de la autoridad.  

 

45. El principio de seguridad jurídica se respeta por las autoridades 

legislativas cuando las disposiciones de observancia general que 

elaboren: a) generan certidumbre a los gobernados sobre las 

consecuencias jurídicas de su conducta, y b) cuando acotan 

necesaria y razonablemente las atribuciones de la autoridad, en 

forma tal que se les impida actuar de manera arbitraria o caprichosa.  

 

46. Así, el derecho a la seguridad jurídica, reconocido en los artículos 14 

y 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 

tutela la prerrogativa de las personas a no encontrarse jamás en una 

situación de incertidumbre jurídica y, en consecuencia, en un estado 

de indefensión. Su esencia versa sobre la premisa consistente en 

“saber a qué atenerse” respecto del contenido de las leyes y de la 

propia actuación de la autoridad.  

 

47. Sin embargo, la seguridad jurídica no puede entenderse en el sentido 

de que la ley debe pormenorizar cada una de las relaciones que 

surgen durante un proceso, sino que el legislador establece 

elementos mínimos que sirvan para hacer efectivos los derechos de 

las personas y, a su vez, se eviten arbitrariedades.  

 

48. Por tanto, no es necesario que la ley detalle minuciosamente el 

procedimiento, cuando éste se encuentra definido de manera sencilla 

para evidenciar la forma en que debe hacerse valer el derecho por el 

particular, así como las facultades y obligaciones que le corresponden 

a la autoridad. 
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49. Es cierto que la claridad de las leyes constituye uno de los imperativos 

apremiantes y necesarios para evitar o disminuir su vaguedad, 

ambigüedad, confusión y contradicción12.  

 

50. Sin embargo, la inconstitucionalidad de una norma no puede 

depender de la supuesta imprecisión o inexactitud en que el legislador 

incurra al momento de configurarla, pues la exigencia de establecer 

cada uno de los supuestos y definiciones en el ordenamiento haría 

imposible la función legislativa, en tanto la redacción de las leyes en 

general se traduciría en una labor interminable e impráctica. 

 

51. Por ende, en caso de vaguedad, ambigüedad, confusión y 

contradicción entre los términos, frases, vocablos o locuciones que se 

establecen en una disposición legal, corresponde entonces a su 

intérprete establecer el sentido y su alcance, el que puede 

armonizarse a través del análisis sistemático del precepto en función 

con otras normas del propio ordenamiento o de otros ordenamientos 

que se relacionen y la ley expresamente así lo permita13. 

 

52. Respecto a la igualdad procesal, debe tenerse en cuenta que el 

artículo 17 de la Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos establece que toda persona tiene derecho a que se le 

administre justicia por tribunales que estarán expeditos para impartirla 

 
12 Véase al respecto la tesis P. CIV/2000 emitida por el Tribunal Pleno de la Suprema 

Corte de Justicia de la Nación publicada en el Semanario Judicial de la Federación y 

su Gaceta, novena época, tomo XII, agosto de 2000, página 145, registro digital 

191425, de rubro: “LEYES. SU INCONSTITUCIONALIDAD NO DEPENDE DE 

LOS VICIOS EN LA REDACCIÓN Y PRECISIÓN DE TÉRMINOS EN QUE EL 

LEGISLADOR ORDINARIO PUEDA INCURRIR”. 

 

 
13 Véase al respecto la jurisprudencia 1a./J. 83/2004 emitida por la extinta Primera Sala 

de la Suprema Corte de Justicia de la Nación publicada en el Semanario Judicial de la 

Federación y su Gaceta, novena época, tomo XX, octubre de 2004, página 170, registro 

digital 180326 con rubro: “LEYES. SU INCONSTITUCIONALIDAD NO PUEDE 

DERIVAR EXCLUSIVAMENTE DE LA FALTA DE DEFINICIÓN DE LOS 

VOCABLOS O LOCUCIONES UTILIZADOS POR EL LEGISLADOR”. 
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en los plazos y términos que fijen las leyes, emitiendo sus 

resoluciones de manera pronta, completa e imparcial. 

 

53. La garantía de tutela jurisdiccional se define como el derecho público 

subjetivo que toda persona tiene, dentro de los plazos y términos que 

fijen las leyes, para acceder de manera expedita a tribunales 

independientes e imparciales, a plantear una pretensión o a 

defenderse de ella; con el fin de que a través de un proceso en el que 

se respeten ciertas formalidades, se decida sobre la pretensión 

planteada y en su caso, se ejecute esa decisión. Tal derecho que 

comprende tres etapas: 

 

a. Una previa al juicio, a la que le corresponde el derecho de 

acceso a la jurisdicción. 

 

b. Una judicial, que va desde el inicio del procedimiento hasta la 

última actuación, a la que le corresponden las garantías del 

debido proceso. 

 

c. Una posterior al juicio, identificada con la eficacia de las 

resoluciones emitidas.  

 

54. El derecho en análisis no se limita a la facultad de someter una 

controversia al conocimiento de los tribunales y que la misma se 

tramite conforme a las garantías procesales, pues también 

comprende la posibilidad de que la sentencia dictada tenga plena 

eficacia mediante su ejecución14.  

 

 
14 Al respecto es consultable la jurisprudencia 1a./J. 28/2023 (11a.) emitida por la extinta 

Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación que se encuentra publicada 

en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, undécima época, libro 23, marzo 

de 2023, tomo II, página 1855, registro digital 2026051, bajo el rubro: “DERECHO 

DE ACCESO A LA JUSTICIA. CONTENIDO, ETAPAS Y ALCANCE DE SU 

VERTIENTE DE EJECUCIÓN MATERIAL DE LAS SENTENCIAS”. 
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55. Como se compendia en la jurisprudencia 1a./J. 29/2023 (11a.)15, la 

igualdad procesal es una vertiente de los derechos al debido 

proceso y a la igualdad jurídica, que demanda una razonable 

igualdad de posibilidades en el ejercicio de cada una de las 

pretensiones de las partes en un juicio y que se erige a su vez como 

una regla de actuación de la persona juzgadora como directora del 

proceso. 

 

56. Ese denominado debido proceso, encuentra asidero en el artículo 14 

de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos que 

establece la exigencia del respeto de las formalidades esenciales del 

procedimiento y consiste en un conjunto de requisitos que deben 

observarse en las instancias procesales con la finalidad de que las 

personas estén en condiciones de defender adecuadamente sus 

derechos16.  

 

57. El cumplimiento de las denominadas, formalidades esenciales del 

procedimiento, se materializa en: A. Un acceso a la justicia no sólo 

formal, sino que reconozca y resuelva los factores de desigualdad real 

de los justiciables; B. El desarrollo de un juicio justo; y, C. La 

resolución de las controversias de forma tal que la decisión adoptada 

se acerque al mayor nivel de corrección del derecho, es decir, se 

asegure su solución justa.  

 

 
15 La jurisprudencia 1a./J. 29/2023 (11a.) de rubro: “PRINCIPIO DE IGUALDAD 

PROCESAL. SUS ALCANCES Y FUNDAMENTOS”, emitida por la extinta Primera 

Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación se encuentra publicada en la Gaceta 

del Semanario Judicial de la Federación, undécima época, libro 23, marzo de 2023, 

tomo II, página 1857, registro digital 2026079. 

 
16 Artículo 14. A ninguna ley se dará efecto retroactivo en perjuicio de persona alguna. 

Nadie podrá ser privado de la libertad o de sus propiedades, posesiones o derechos, 

sino mediante juicio seguido ante los tribunales previamente establecidos, en el que se 

cumplan las formalidades esenciales del procedimiento y conforme a las Leyes 

expedidas con anterioridad al hecho. […] 
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58. Así, el principio de igualdad procesal como modalidad del debido 

proceso y de la igualdad jurídica procura la equiparación de 

oportunidades para ambas partes en las normas procesales y, al 

mismo tiempo, se erige como una regla de actuación de la persona 

juzgadora, la cual, como directora del proceso, debe mantener en lo 

posible esa igualdad al conducir las actuaciones, a fin de que la 

victoria de una de las partes no esté determinada por su situación 

ventajosa, sino por la justicia de sus pretensiones.  

 

59. Lo anterior, sin que dicho principio signifique una igualdad aritmética 

o simétrica, por la cual sea exigible la exactitud numérica de los 

derechos y las cargas para cada una de las partes, sino que lo que 

este principio demanda es una razonable igualdad de posibilidades 

en el ejercicio de cada una de las pretensiones de las partes.  

 

60. Ello, de modo que no se genere una posición sustancialmente 

desventajosa para una de ellas frente a la otra y de suerte que las 

desigualdades que puedan existir sean por necesidades técnicas del 

proceso, que no quebranten el principio de igualdad. 

 

61. El derecho de defensa se inserta dentro de las formalidades 

esenciales del procedimiento o garantías de debido proceso. Como 

se desprende de la jurisprudencia de rubro: “FORMALIDADES 

ESENCIALES DEL PROCEDIMIENTO. SON LAS QUE 

GARANTIZAN UNA ADECUADA Y OPORTUNA DEFENSA PREVIA 

AL ACTO PRIVATIVO17”, y como se explicó en la acción de 

 
17 La jurisprudencia P./J. 47/95 emitida por el Tribunal Pleno de la Suprema Corte de 

Justicia de la Nación se encuentra publicada en el Semanario Judicial de la Federación 

y su Gaceta, novena época, tomo II, diciembre de 1995, página 133, registro digital 

200234. 
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inconstitucionalidad 4/202018, entre las formalidades mínimas 

necesarias que deben garantizarse previamente a todo acto privativo, 

a fin de otorgar a las personas gobernadas la posibilidad real de 

defenderse, son: la notificación del inicio del procedimiento, la 

oportunidad de ofrecer y desahogar pruebas, la posibilidad de alegar 

y el dictado de una resolución congruente con lo pedido. 

 

62. En torno a la competencia y libre concurrencia, como se explicó 

en el amparo en revisión 652/202219, entre los bienes jurídicos 

tutelados por el artículo 28 de la Constitución Política de los Estados 

Unidos Mexicanos se encuentran los derechos del consumidor y de 

la sociedad, sin que ello implique que se trate de la única protección 

perseguida por la Constitución, pues también reconoce los relativos 

a la competencia y a la libre concurrencia20.  

 

63. De conformidad a lo resuelto en el amparo en revisión 26/202321, el 

derecho humano a la libre competencia, con carácter de derecho 

económico, social, cultural y ambiental (DESCA), cumple con el 

objeto de conseguir la igualdad y prosperidad de las clases sociales, 

por lo que corresponde al Estado una obligación de hacer y participar 

directamente a través de una política activa, dado que tales derechos 

se concretan como prestaciones.  

 
18 La acción de inconstitucionalidad 4/2020 la resolvió el Tribunal Pleno de la Suprema 

Corte de Justicia de la Nación en la sesión correspondiente al veintiuno de agosto de 

dos mil veintitrés.  

 
19 El amparo en revisión 652/2022 lo resolvió la extinta Primera Sala de la Suprema Corte 

de Justicia de la Nación el veinticinco de octubre de dos mil veintitrés. 

 
20 Véase al respecto la jurisprudencia 2a./J. 9/2017 (10a.) que se encuentra publicada en 

la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, décima Época, libro 39, tomo I, 

febrero de 2017, página 38, registro digital 2013628, de rubro: “PRÁCTICAS 

MONOPÓLICAS. BIENES JURÍDICOS TUTELADOS EN ESTA MATERIA POR 

EL ARTÍCULO 28 DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS 

UNIDOS MEXICANOS.” 

 
21 El amparo en revisión 26/2023 lo resolvió la extinta Primera Sala de la Suprema Corte 

de Justicia de la Nación el veintiséis de abril de dos mil veintitrés. 
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64. Asimismo, derivado de su contenido, impone al Estado las 

obligaciones siguientes: a) la eliminación de la legislación 

anticompetitiva; b) el derecho a que se persigan con eficacia las 

prácticas monopólicas; y c) el derecho de los participantes en un 

determinado mercado a ser escuchados en el proceso de 

autorización de concentraciones o fusiones.  

 

65. En ese sentido, la libertad de competencia consiste en la prerrogativa 

que tiene cualquier persona de acudir libremente al mercado a ofrecer 

bienes y servicios en condiciones de igualdad, y asegurar con ello 

una sana competencia entre los proveedores de dichos productos o 

servicios, con el fin de proteger los derechos sociales de la 

colectividad. 

 

66. Por su parte, la libre concurrencia ha sido reconocida como un 

derecho humano con carácter económico, social, cultural y ambiental 

(DESCA), por virtud del cual las personas pueden realizar cualquier 

actividad económica que deseen, ya sea en la producción, 

distribución, consumo o venta en el mercado regional o nacional, sin 

más limitaciones que las establecidas por la Constitución Federal. 

 

67. Luego, el dispositivo constitucional de mérito prohíbe cualquier tipo 

de acuerdo, procedimiento o combinación de los productores, 

industriales, comerciantes o empresarios de servicios, que de 

cualquier manera hagan, para evitar la libre concurrencia o la 

competencia entre sí o para obligar a los consumidores a pagar 

precios exagerados y, en general, todo lo que constituya una ventaja 

exclusiva indebida a favor de una o varias personas determinadas y 

con perjuicio del público en general o de alguna clase social. 
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68. Adicionalmente, dicho derecho fundamental implica la participación 

en el mercado de un proveedor o grupo de proveedores, en igualdad 

de circunstancias, para que por sí mismos establezcan las 

condiciones de producción y comercialización de bienes o servicios 

que pretendan ofrecer al público; con plena libertad de decidir cuándo 

entrar y salir del mercado, y sin que alguien pueda imponerle 

condiciones en las relaciones de intercambio. 

 

69. La Ley Federal de Competencia Económica es el ordenamiento 

jurídico aplicable para complementar el entendimiento de estos 

derechos, pues  tiene por objeto promover, proteger y garantizar la 

libre concurrencia y la competencia económica en el mercado y, en 

ese sentido, prevenir, investigar, combatir, perseguir con eficacia, 

castigar severamente y eliminar los monopolios, las prácticas 

monopólicas, las concentraciones ilícitas, las barreras a la libre 

concurrencia y la competencia económica, y demás restricciones al 

funcionamiento eficiente de los mercados22. 

 

70. La normativa de referencia define a las “conductas anticompetitivas” 

como los monopolios, las prácticas monopólicas (absolutas o 

relativas) y las barreras que disminuyen, dañan, impiden o 

condicionan de cualquier forma la libre concurrencia o la competencia 

económica en la producción, procesamiento, distribución o 

comercialización de bienes o servicios23. 

 

71. Así, las barreras a la competencia y la libre concurrencia pueden ser 

cualquier característica estructural del mercado, hecho o acto de los 

agentes económicos que tenga por  objeto o efecto impedir el acceso 

de competidores o limitar su capacidad para competir en los 

 
22 Artículo 2 de la Ley Federal de Competencia Económica. 

 
23 Artículo 52 de la Ley Federal de Competencia Económica.  
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mercados; que impidan o distorsionen el proceso de competencia y 

libre concurrencia; así como las disposiciones jurídicas emitidas por 

cualquier orden de gobierno que indebidamente impidan o 

distorsionen el proceso de competencia y libre concurrencia24. 

 

72. Una vez retomado el planteamiento de la tercera interesada 

recurrente y el parámetro de regularidad aplicable, corresponde 

resolver el caso concreto. 

 

C. Análisis del caso concreto 

 

73. La norma sujeta a análisis de constitucionalidad es el artículo 258, 

fracción IV, de la Ley Federal de Protección a la Propiedad Industrial 

que dispone lo siguiente: 

 

Artículo 258. Se declarará la nulidad del registro de una marca cuando: […] 

 

IV. Se haya otorgado por error, inadvertencia, o diferencia de apreciación, 

existiendo una solicitud en trámite presentada con anterioridad o un registro 

vigente que se considere invadido, por tratarse de una marca que sea igual 

o semejante en grado de confusión y que se aplique a servicios o productos 

iguales o similares. 

 

Podrá declarase la nulidad parcial del registro, únicamente respecto de los 

productos o servicios que éste protege; 

 

74. El artículo 258, fracción IV, de la Ley Federal de Protección a la 

Propiedad Industrial establece como causa de nulidad del registro de 

una marca, que se haya otorgado por error, inadvertencia, o 

diferencia de apreciación. Ello, cuando exista una solicitud en trámite 

presentada con anterioridad o un registro vigente que se considere 

invadido. Tal invasión por tratarse de una marca que sea igual o 

semejante en grado de confusión y que se aplique a servicios o 

productos iguales o similares. 

 
24 Artículo 3, fracción IV, de la Ley Federal de Competencia Económica. 
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75. El hecho de que la norma no exprese el significado y alcance de los 

conceptos “error, “inadvertencia” y “diferencia de apreciación” no la 

hace inconstitucional. 

 

76. La norma respeta el principio de seguridad jurídica pese a no 

definir los conceptos de “error, “inadvertencia” y “diferencia de 

apreciación”, porque la atribución del Instituto Mexicano de la 

Propiedad Industrial para declarar la nulidad de un registro de marca 

está acotada de manera que no le permite actuar de manera arbitraria 

o caprichosa. 

 

77. La modulación de la atribución de anular registros se encuentra en 

que para llegar a esa determinación se requiere tramitar el 

denominado “procedimiento de declaración administrativa”, 

contemplado en el título sexto de la Ley Federal de Protección a la 

Propiedad Industrial. 

 

78. Tal procedimiento en el que se plantee la nulidad de un registro de 

marca puede iniciarse de oficio o a petición de parte que cuente con 

interés jurídico25. 

 

79. Conforme al procedimiento regulado en la ley en análisis, quien 

cuente con interés jurídico para pedir la nulidad de un registro de 

marca debe formular su petición por escrito en la que exprese los 

hechos y fundamentos de su solicitud, y ofrezca las pruebas para 

demostrar la procedencia de su pretensión26. 

 

 

 
25 Artículos 328 y 329 de la Ley Federal de Protección a la Propiedad Industrial. 

 
26 Artículos 330, 331 y 333 de la Ley Federal de Protección a la Propiedad Industrial. 
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80. Cuando se admita la solicitud de nulidad, el Instituto debe correrle 

traslado con copia de la petición y pruebas acompañadas para que el 

titular del derecho afectado o presunto infractor comparezca a 

manifestar lo que considere pertinente y ofrezca pruebas27. 

 

81. Una vez que las partes hayan expresados sus argumentos y ofrecidas 

sus pruebas, se les pondrá a su disposición el expediente para que 

formulen alegatos28. 

 

82. Después de recibirse los alegatos de las partes, el Instituto Mexicano 

de la Propiedad Industrial dictará la resolución en la que resuelva las 

pretensiones de las partes con la facultad de requerir pruebas a las 

partes o valerse de cualquier medio de prueba29. 

 

83. De la regulación contenida en la Ley Federal de Protección a la 

Propiedad Industrial se corrobora que la facultad del Instituto 

Mexicano de la Propiedad Industrial para declarar la nulidad de un 

registro de marca por considerar que se otorgó con error, 

inadvertencia o diferencia de apreciación está debidamente acotada 

a que esa determinación se lleve a cabo después de tramitado un 

procedimiento seguido en forma de juicio en el que se llama al 

interesado, quien tiene la posibilidad de alegar y probar, para que se 

determine en una resolución fundada y motivada la decisión sobre la 

anulación del registro de marca.  

 

 
27 Artículos 336, 338 y 339 de la Ley Federal de Protección a la Propiedad Industrial. 

 
28 Artículo 341 de la Ley Federal de Protección a la Propiedad Industrial. 

 
29 Artículos 333, 334,340, 341 y 342 de la Ley Federal de Protección a la Propiedad 

Industrial. 
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84. Así, la norma permite a las personas saber que un registro de marca 

es susceptible de declararse nula en caso de actualizarse alguno de 

esos supuestos de “error”, “inadvertencia” o “diferencia de 

apreciación”.  

 

85. Esto es, la norma genera certidumbre sobre la consecuencia de 

nulidad del registro obtenido a partir de esos extremos y una vez 

tramitado el procedimiento de infracciones administrativas que puede 

ser iniciado oficiosamente o a petición de parte con interés jurídico, 

pero en ambos casos, se le otorga la oportunidad de defensa al titular 

de la marca en debate.  

 

86. Lo cierto es que la inconstitucionalidad de la norma en análisis no 

puede depender de la supuesta imprecisión o inexactitud en que el 

legislador incurrió al momento de configurarla. 

 

87. En el caso concreto, los conceptos de “error”, “inadvertencia” y 

“diferencia de apreciación”, son de una comprensión en el 

contexto de la Ley Federal de Protección a la Propiedad 

Industrial en la medida en la que está regulado el procedimiento para 

el registro de marcas, de lo que puede entenderse que si éste no se 

siguió correctamente o se decidió inexactamente la procedencia del 

registro puede caber su anulación. 

 

88. Además, los conceptos de “error, “inadvertencia” y “diferencia de 

apreciación”, se dotan de contenido caso a caso a partir de los 

planteamientos de las partes y de la decisión que al respecto adopte 

el Instituto Mexicano de la Propiedad Industrial. 

 

89. Esa determinación a la que llegue el Instituto, como todo acto de 

autoridad, en especial los de naturaleza administrativa, requiere de la 

expresión de los fundamentos y motivos de su decisión. 



AMPARO DIRECTO EN REVISIÓN 6714/2025 

29 

 

90. En la fundamentación y motivación de la decisión del Instituto se 

dotan de contenido los conceptos y alcances de las expresiones 

normativas de “error”, “inadvertencia” y “diferencia de 

apreciación”. 

 

91. Así, el control de legalidad del acto administrativo del Instituto 

Mexicano de la Propiedad Industrial se encuentra en su 

fundamentación y motivación, además de que, la parte que 

obtenga una resolución desfavorable tiene a su alcance el juicio 

contencioso administrativo ante el Tribunal Federal de Justicia 

Administrativa30. 

 

92. En el juicio contencioso administrativo tramitado ante el Tribunal 

Federal de Justicia Administrativa también se presenta el desarrollo 

de las fases procesales en las que, a partir de los planteamientos de 

las partes y las pruebas desahogadas, se resuelva en congruencia y 

con exhaustividad de manera fundada y motivada. 

 

93. La norma también respeta el debido proceso e igualdad, en sus 

vertientes de amplio sentido y de igualdad procesal porque, es 

insuficiente la simple petición de nulidad de un registro de marca y 

por el contrario se requiere de la tramitación de un procedimiento 

seguido en forma de juicio en la que el titular de la marca cuyo registro 

es reprochado de nulo cuenta con la posibilidad de alegar y probar en 

su defensa para obtener una determinación, si bien formalmente 

administrativa, es materialmente jurisdiccional, en la que se funde y 

motive la decisión alcanzada. 

 

 

 
30 Artículo 407 de la Ley Federal de Protección a la Propiedad Industrial. 
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94. Lo anterior, porque el principio de igualdad procesal como modalidad 

del debido proceso y de la igualdad jurídica procura la equiparación 

de oportunidades para ambas partes en las normas procesales y, al 

mismo tiempo, se erige como una regla de actuación de la persona 

juzgadora, la cual, como directora del proceso, debe mantener en lo 

posible esa igualdad al conducir las actuaciones, a fin de que la 

victoria de una de las partes no esté determinada por su situación 

ventajosa, sino por la justicia de sus pretensiones. 

 

95. Es así, porque el denominado “procedimiento de declaración 

administrativa”, contemplado en el título sexto de la Ley Federal de 

Protección a la Propiedad Industrial prevé las formalidades mínimas 

necesarias que deben garantizarse previamente a todo acto privativo, 

a fin de otorgar a las personas gobernadas la posibilidad real de 

defenderse, tales como: la notificación del inicio del procedimiento, la 

oportunidad de ofrecer y desahogar pruebas, la posibilidad de alegar 

y el dictado de una resolución congruente con lo pedido. 

 

96. Con base en lo expuesto la norma tampoco afecta el principio de 

igualdad procesal, entendida como una razonable igualdad de 

posibilidades en el ejercicio de cada una de las pretensiones de las 

partes en el procedimiento jurisdiccional. 

 

97. La ausencia de afectación al principio de igualdad descansa, en 

principio y en términos generales, en que la declaración de nulidad de 

un registro marcario requiere la tramitación de un procedimiento 

seguido en forma de juicio en el que el titular de la marca cuyo registro 

es cuestionado tiene la posibilidad real de alegar y probar en su 

defensa. 
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98. Además, en cuanto a la igualdad de posibilidades en el procedimiento 

de declaración administrativa iniciado a petición de quien demostró 

un interés jurídico al respecto, se encuentra certidumbre en torno a 

que, ambas partes, la que inició el procedimiento y la que defiende su 

registro, encuentran la oportunidad de acudir ante el Instituto 

Mexicano de la Propiedad Industrial mediante un procedimiento en el 

que, a partir de las reglas preestablecidas, se desarrollen las etapas 

necesarias para que las personas tengan la posibilidad real de 

defenderse, a partir de elementos mínimos consistentes en: la 

notificación del inicio del procedimiento, la oportunidad de ofrecer y 

desahogar pruebas, la posibilidad de alegar y el dictado de una 

resolución congruente con lo pedido. 

 

99. El hecho de que el análisis de la problemática implique establecer si 

existe o no una semejanza entre las marcas al grado que pueda 

generar confusión entre los consumidores no implica, en modo 

alguno, que se trate de una simple segunda revisión en la que el 

peticionario de la nulidad esté en ventaja de concretarse a sólo 

convencer al órgano resolutor que existe esa similitud. 

 

100. Contrario a lo que alega la tercera interesada recurrente el 

procedimiento para la declaratoria de nulidad de un registro marcario 

va más allá que una simple segunda revisión de la procedencia del 

registro porque implica el desarrollo de fases procesales en las que 

los planteamientos de las partes y las pruebas que ofrezcan cada una, 

así como las que oficiosamente se allegue el Instituto Mexicano de la 

Propiedad Industrial deben valorarse por el indicado Instituto para 

resolver en congruencia y con exhaustividad, y desde luego, de 

manera fundada y motivada. 
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101. Así, lejos de tratarse de un procedimiento ambiguo o carente de 

claridad, lo cierto es que se cuenta con un procedimiento transparente 

y el titular de la marca cuyo registro es objetado de nula cuenta con 

certeza sobre la definitividad de su registro, en la medida en la que, 

la norma permite a las personas saber que un registro de marca es 

susceptible de declararse nulo en caso de demostrarse la 

actualización alguno de los supuestos de “error”, “inadvertencia” o 

“diferencia de apreciación” a que se refiere el artículo 258, fracción 

IV, de la Ley Federal de Protección a la Propiedad Industrial. 

 

102. Lejos de que el órgano resolutor cuente con un marco de 

discrecionalidad excesivamente amplio, como lo alega la tercera 

interesada recurrente, lo cierto es que la facultad del Instituto 

Mexicano de la Propiedad Industrial para declarar la nulidad de un 

registro de marca sólo puede ejercerla una vez que agote el 

procedimiento al efecto previsto, y la decisión que adopte encuentra 

su control en la fundamentación y motivación de la determinación. 

 

103. Esa alegada apreciación subjetiva a que se refiere la tercera 

interesada recurrente se diluye en la medida de que la declaración de 

nulidad de un registro de marca debe fundarse y motivarse.  

 

104. Además, esa decisión también encuentra control mediante el juicio 

contencioso administrativo tramitado ante el Tribunal Federal de 

Justicia Administrativa y finalmente lo que se decida en ese juicio 

tiene un control de constitucionalidad mediante el juicio de amparo 

directo ante los Tribunales Colegiados de Circuito del Poder Judicial 

de la Federación. 
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105.  Finalmente, tampoco se aprecia que la norma afecte la libertad 

de concurrencia porque la afectación alegada por la tercera 

interesada recurrente se hace depender de la supuesta indefinición 

de los conceptos de error, inadvertencia y diferencia de apreciación; 

sin embargo, ese aspecto ha quedado superado. Además, lo cierto 

es que la anulación de un registro de marca no genera una ventaja 

exclusiva al titular de la marca cuyo registro previo causó la nulidad 

de la posterior. 

 

106. Lo cierto es que la libertad de competencia consiste en la prerrogativa 

que tiene cualquier persona de acudir libremente al mercado a ofrecer 

bienes y servicios en condiciones de igualdad, y asegurar con ello 

una sana competencia entre los proveedores de dichos productos o 

servicios, con el fin de proteger los derechos sociales de la 

colectividad. 

 

107. Esa libre competencia no se perturba por el hecho de que se anule el 

registro de una marca que se otorgó inexactamente; por el contrario, 

esa anulación obedece precisamente a brindar condiciones de sana 

competencia entre los proveedores de productos y servicios sin 

distorsiones y evitar el detrimento de las actividades contempladas 

por la Ley Federal de Protección a la Propiedad Industrial. 

 

108. Tampoco se afecta la libertad de concurrencia que implica la 

participación en el mercado de un proveedor o grupo de proveedores, 

en igualdad de circunstancias, para que por sí mismos establezcan 

las condiciones de producción y comercialización de bienes o 

servicios que pretendan ofrecer al público; con plena libertad de 

decidir cuándo entrar y salir del mercado, y sin que alguien pueda 

imponerle condiciones en las relaciones de intercambio. 
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109. La ausencia de perturbación a la libertad de concurrencia en el caso 

radica en que la anulación del registro de marca no afecta a la libertad 

de los proveedores de decidir cuándo entrar y salir del mercado, y sin 

que se le impongan condiciones en las relaciones de intercambio. 

Esto es, la anulación del registro de marca no impide que el proveedor 

pueda realizar sus actividades, y, por el contrario, abona a la 

estabilidad del mercado en el que los intervinientes tengan certeza 

sobre la protección de la propiedad industrial. 

 

110. Es inexacto que la anulación del registro de marca provenga de un 

simple segundo análisis aislado de los elementos de la marca; lo 

cierto es que la declaración de nulidad proviene de un procedimiento 

regulado y una decisión fundada y motivada en la que debe 

contemplarse el análisis de la marca en su integridad; entre lo que 

debe considerarse si los elementos en semejanza son descriptivos o 

funcionales. 

 

111. Con base en lo expuesto, son infundados los derechos hechos valer 

en torno al artículo 258, fracción IV, de la Ley Federal de Protección 

a la Propiedad Industrial y en la materia de la revisión de esta 

Suprema Corte de Justicia de la Nación corresponde confirmar la 

sentencia recurrida. 

 

VII. DECISIÓN 

 

112. Ante la inoperancia de los argumentos en torno al artículo 171 de la 

Ley Federal de Protección a la Propiedad Industrial y lo infundado de 

lo planteado respecto al artículo 258, fracción IV, de la Ley Federal 

de Protección a la Propiedad Industrial, corresponde confirmar la 

sentencia recurrida. 

 

Por lo expuesto y fundado, se: 
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RESUELVE: 

 

PRIMERO. En la materia de la revisión se confirma la sentencia 

recurrida. 

 

SEGUNDO. La Justicia de la Unión ampara y protege a la empresa 

“A”, en contra de la sentencia dictada el veintiocho de febrero de dos 

mil veinticinco, por la Sala Especializada en Materia de Propiedad 

Intelectual del Tribunal Federal de Justicia Administrativa, en el juicio 

contencioso administrativo 1270/24-EPI-01-4, exclusivamente para 

los efectos precisados por el Noveno Tribunal Colegiado en Materia 

Administrativa del Primer Circuito. 

 

Notifíquese y en su oportunidad archívese el expediente como asunto 

concluido. 


